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EXPEDIENTE N°22.575  

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

 El presente proyecto de ley pretende limitar la caución real en el caso de los 

delitos de corrupción. Asimismo, se busca dar acceso a los jueces y juezas de la 

República al Registro de Beneficiarios Finales con la finalidad de que tengan 

información objetiva adicional, que permita conocer el patrimonio de la persona 

investigada y garantizar así el otorgamiento de una caución real proporcional e 

idónea que funcione como un mecanismo eficiente de arraigo, evitando así el peligro 

de fuga.  

 

La prisión preventiva como media cautelar que respeta el principio de 

inocencia, puede ser aplicada por el juez o la jueza bajo los siguiente preceptos: 

a) Existan elementos de convicción suficientes para sostener, razonablemente, que 

el imputado es, con probabilidad, autor de un hecho punible o partícipe en él. 

b) Exista una presunción razonable la persona investigada no se someterá al 

procedimiento (peligro de fuga); obstaculizará la averiguación de la verdad (peligro 

de obstaculización); o continuará la actividad delictiva. 

c) El delito que se le atribuya esté reprimido con pena privativa de libertad. 

d) Exista peligro para la víctima, la persona denunciante o el testigo.  

e) Cuando haya flagrancia en delitos contra la vida, delitos sexuales y delitos contra 

la propiedad en los que medie violencia contra las personas o fuerza sobre las 



cosas, y en delitos relacionados con estupefacientes, sustancias psicotrópicas, 

drogas de uso no autorizado, legitimación de capitales y actividades conexas. 

f) El hecho punible sea realizado presumiblemente por quien haya sido sometido al 

menos en dos ocasiones, a procesos penales en los que medie violencia contra las 

personas o fuerza sobre las cosas, en los cuales se hayan formulado acusación y 

solicitud de apertura a juicio por parte del Ministerio Público, aunque estos no se 

encuentren concluidos. 

g) Cuando se trate de personas reincidentes en la comisión de hechos delictivos en 

los que medie violencia contra las personas o fuerza sobre las cosas. 

h) Se trate de delincuencia organizada.  

 

Sin embargo, el Código Procesal Penal establece la caución real con la 

finalidad de que la persona pueda evitar la prisión preventiva garantizando su 

permanencia en el país con bienes y dinero, asegurando el sometimiento al proceso 

penal y quedando a las órdenes del Tribunal correspondiente. La Sala 

Constitucional ha establecido que para acogerse a este medida, sea proporcional, 

idónea, tomando en cuenta la gravedad de los hechos y el monto. Sin embargo, la 

realidad es que los jueces no tienen acceso a mecanismos que les permita saber 

con certeza y de forma objetiva, el valor del patrimonio de una persona para 

establecer una caución lo suficientemente grande para generar arraigo. Esto se da 

debido a que los jueces y juezas utilizan estudios socioeconómicos que se limitan a 

peritajes de oferta y demanda de los bienes, sin tener conocimiento de los beneficios 

por acciones de sociedades mercantiles y con fundamento en la información que 

brinda la persona interesada.  

 

Aunado a lo anterior, en el caso de personas que tengan una gran 

acumulación de riqueza como sucedió muy recientemente con el llamado caso 

“Cochinilla” -en las que el Presidente de la empresa MECO tuvo la capacidad de 

rendir garantía por 5 millones de dólares en certificados de depósito a plazo- tienden 

a tener suficiente capital para fugarse del país a pesar de la caución rendida, así 

como que, dado el poder económico e influencia que tienen, perfectamente podrían 



seguir delinquiendo u obstaculizando las investigaciones. En el mismo sentido, es 

probable que la persona utilice el dinero originado del ilícito para poder financiar la 

caución con tal de no someterse a la prisión preventiva, lo que constituye una burla 

al sistema judicial y la sociedad costarricense, especialmente para el caso de delitos 

de corrupción en perjuicio de la Hacienda Pública. Así sucedió también en el caso 

“Cochinilla”, donde se generó un hueco presupuestario de 78 mil millones de 

colones provocado por los sobreprecios irregulares cobrados por las empresas 

investigadas -MECO y H. Solís- y que ante el aumento ilegal en el patrimonio de las 

personas investigadas, son recursos que podrían estar siendo usados para rendir 

caución, recursos que en principio le pertenecen al Estado costarricense.  

 

Esta situación ha inclinado la balanza de la justicia costarricense hacia el 

elitismo, en donde las personas con mayores recursos tienen posibilidades de 

brindar caución y no permanecer en prisión preventiva, a pesar de la imposibilidad 

que tiene la judicatura de obtener la información real sobre el patrimonio de las 

personas investigadas,  mientras que las personas de menores recursos se ven 

condenadas a permanecer encarceladas.  

 

De conformidad con lo anteriormente expuesto, consideramos que se deben 

realizar reformas legales que pongan limitaciones a la caución real, de manera tal 

que se garantice efectivamente que no exista peligro de fuga y que el dinero público 

obtenido ilícitamente no termine financiando la caución. Esta finalidad puede 

cumplirse de dos formas: prohibir rendir caución real en delitos de corrupción que 

afectan la Hacienda Pública o estableciendo un límite mínimo determinado por la 

cuantía de lo que se pudo hacer obtenido ilegalmente. Esta última opción no fue 

considerada en el presente proyecto, debido a la complejidad de poder determinar 

dicho monto en una etapa tan temprana del proceso penal, pero que si durante la 

discusión del presente proyecto de ley surgiera algún mecanismo objetivo que 

permitiera cumplir con este fin, sin duda alguna debería valorarse su inclusión en la 

presente reforma.  

 



En este orden de ideas, la presente iniciativa de ley propone limitar la caución 

real mediante la reforma de los artículos 244 y 250 del Código Procesal Penal, de 

manera tal que se prohíba la utilización de esta medida para casos de delitos de 

corrupción que afectan a la Hacienda Pública y que por eso generan una especial 

importancia y tratamiento. Asimismo, se autoriza a los jueces y juezas a tener 

acceso al Registro de Beneficiarios Finales del Banco Central de Costar Rica, con 

el objeto de que a la hora de determinar el monto de la caución, pueden tener mayor 

certeza sobre el patrimonio real de la persona investigada, con la finalidad de que 

la medida signifique un verdadero arraigo y se elimine el peligro de fuga.  

 

En virtud de las consideraciones expuestas, someto a conocimiento de la 

Asamblea Legislativa el siguiente proyecto de ley para su estudio y aprobación por 

parte de los señores y señoras diputadas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

REFORMA DEL INCISO H) DEL ARTÍCULO 244 Y EL ARTÍCULO 250 DEL 

CÓDIGO PROCESAL PENAL LEY N°7594 DEL 10 DE ABRIL DE 1996. LEY 

PARA LIMITAR LA CAUCIÓN REAL COMO MEDIDA CAUTELAR EN DELITOS 

DE CORRUPCIÓN 

ARTÍCULO ÚNICO. - Se reforman el inciso h) del artículo 244 y el artículo 

250 del Código Procesal Penal, Ley N°7594 del 10 de abril de 1996 para que en 

adelante se lea: 

“Articulo 244.-Otras medidas cautelares. Siempre que las presunciones que 

motivan la prisión preventiva puedan ser evitadas razonablemente con la aplicación 

de otra medida menos gravosa para el imputado, el tribunal competente, de oficio o 

a solicitud del interesado, deberá imponerle en su lugar, en resolución motivada, 

alguna de las alternativas siguientes: 

[…] 

h) La prestación de una caución adecuada de conformidad con lo 

estipulado en el artículo 250 de este Código. 

[…]” 

“Articulo 250.- Cauciones. Cuando corresponda, el tribunal fijará el importe y la clase 

de caución como medida cautelar, decidirá además, sobre la idoneidad del fiador, 

según libre apreciación de las circunstancias del caso. El imputado y el fiador podrán 

sustituir la caución por otra equivalente, previa autorización del tribunal. Para 

determinar la calidad y cantidad de la caución se tendrán en cuenta la naturaleza 

del delito, la condición económica, la personalidad y los antecedentes del imputado. 

Para poder determinar objetivamente el monto de la caución, el juez o la jueza 

tendrá acceso al Registro de Transparencia y Beneficiarios Finales del Banco 



Central de Costa Rica, además de los otros mecanismos que considere 

necesarios utilizar.  

 El tribunal hará la estimación de modo que constituya un motivo eficaz para que 

aquel se abstenga de infringir sus obligaciones. 

 La caución real se constituirá con depósito de dinero, valores cotizables o con el 

otorgamiento de prendas o hipotecas, por la cantidad que el tribunal determine. 

No procede la caución real en el caso de los delitos de enriquecimiento ilícito, 

cohecho, receptación, legalización o encubrimiento de bienes, legislación o 

administración en provecho propio, sobreprecio irregular, falsedad en la 

recepción de bienes y servicios contratados, pago irregular de contratos 

administrativos, tráfico de influencias, soborno transnacional, influencia en 

contra de la Hacienda Pública, fraude de ley en la función administrativa y 

cualquier otro delito de corrupción en el ejercicio de la función pública, 

 

Rige a partir de su publicación 

 

                                JOSÉ MARÍA VILLALTA FLÓREZ-ESTRADA 

DIPUTADO 

 

 

El expediente legislativo aún no tiene Comisión asignada  

 

 

 


